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Prólogo

Vivimos una transformación veloz en las dinámicas mundiales, la cual 
también ha impactado la concepción de las actividades encaminadas a 
fomentar el desarrollo. Uno de los principales cambios en este aspecto 
ha sido la transformación del relacionamiento con el sector privado. Re-
sulta innegable que el sector privado tiene un enorme potencial como 
catalizador del cambio social, político y estructural, y que su interven-
ción asegura la sostenibilidad de las transformaciones. De manera que 
no puede ser concebido como un actor pasivo, sino como un actor esen-
cial para fomentar el desarrollo.

En este contexto, la agencia de Estados Unidos para el desarrollo 
usaid, ha repotenciado su política sobre el rol del sector privado en el 
desarrollo y su relacionamiento con la cooperación internacional. Bajo 
esta nueva mirada, usaid pretende acercar instituciones estatales, socie-
dad civil, comunidades y empresas para que, con el conocimiento y ex-
perticia de todos, se puedan abordar y atender problemáticas que antes 
parecían imposibles de resolver. Además, a partir de esta perspectiva, 
usaid confía en que con el sector privado se puedan formular iniciativas 
cada vez más sostenibles. 

En Colombia, usaid enfoca sus esfuerzos en apoyar a los colombia-
nos en la superación del conflicto y el establecimiento de una paz sos-
tenible. Dentro de sus líneas de acción, usaid contribuye a los esfuerzos 
de la ciudadanía y del Estado para mejorar la garantía de los derechos 
humanos y aumentar el acceso a la justicia, en especial en las regiones 
más apartadas y afectadas por el conflicto armado. 

Para lograr tal propósito, el Programa de Justicia Inclusiva de usaid 
se encuentra implementando una novedosa e importante estrategia, por 
medio de la cual se busca acercar al sector privado a iniciativas de promo-
ción del acceso a la justicia. Esto, entendiendo el acceso a la justicia de 
manera amplia, no solo desde lo judicial, sino también desde la justicia 
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administrativa, comunitaria y étnica. Con esta estrategia se pretende 
que, por medio de acuerdos con el sector privado, podamos crear e im-
plementar en conjunto estrategias para mejorar el acceso a la justicia de 
colombianos y colombianas.

 Paulatinamente esperamos promover iniciativas en las que el sector 
privado sea un actor principal en el acceso a la justicia, iniciativas que 
además sean replicables y sostenibles en el tiempo.

Esto implica un cambio de paradigma, puesto que el sector justicia 
por tradición se ha catalogado como un ámbito en el que el Estado tiene el 
monopolio de la atención. Para lograr tal cambio se requiere abrir espacios 
de diálogo e investigación sobre asuntos como qué implica la inversión 
en justicia para los privados, qué oportunidades de inversión existen y 
cuáles son los beneficios que se obtienen al invertir en este tema. De esta 
manera se abren canales de comunicación en los que las partes pueden 
establecer puntos comunes, e iniciar rutas de trabajo en aras de promover 
el acceso a la justicia, que tengan impacto real y sean sostenibles.

Es por esto que usaid se enorgullece de presentar este estudio, en 
el cual, y por medio de nuestro programa Justicia Inclusiva, nos aliamos 
con una de las más importantes universidades de Colombia para dar un 
primer paso en promover una discusión innovadora en Latinoamérica 
y el mundo. Al generar estas discusiones y al invitar al sector privado 
a participar en estos asuntos, consideramos que se está dando un paso 
fundamental para la garantía del acceso a la justicia de los colombianos.

Amalia Eraso 
Rule of Law and Citizen Security Team Lead at usaid
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1. Introducción

En Colombia, ocho de cada diez personas han reportado tener una nece-
sidad jurídica insatisfecha (dane, 2021). Ello implica que, en su mayoría, 
las personas encuentran fuertes barreras para acceder a la institucionali-
dad y asegurar la vigencia de sus derechos fundamentales cuando estos 
se ven amenazados. Como consecuencia, muchos conflictos sociales per-
sisten en el tiempo o se resuelven por vías de hecho, alimentando ciclos 
de conflictividad y violencia.

La pregunta acerca de cómo mejorar el acceso a la justicia y garan-
tizar que dicho acceso sea sostenible no es una cuestión menor. De ella 
depende, en buena medida, que la convivencia esté mediada por los 
postulados del ordenamiento jurídico y que las personas puedan contar 
con que sus derechos no estén solo en el papel. Así entendido, el acceso 
a la justicia no solo abarca la dificultad para elevar un conflicto ante la 
jurisdicción, sino que también incluye otras dimensiones mucho más 
primigenias, como la existencia de un ambiente favorable a la resolución 
de conflictos, el empoderamiento legal o la posibilidad de acceder a ase-
soría jurídica. En consecuencia, su fortalecimiento no puede asociarse de 
manera exclusiva al desarrollo de iniciativas institucionales por parte del 
Estado, sino que requiere contar con la participación corresponsable de 
otros estamentos de la sociedad. 

El presente trabajo pretende explorar las alternativas y beneficios 
de la inversión del sector privado en el fortalecimiento al acceso a la 
justicia. Con tal objetivo, el texto aborda la vinculación de los actores 
privados con el acceso a la justicia en dos niveles. En primer lugar, encua-
dra la participación del sector privado en el tema, como una intervención 
que podría relacionarse con el cumplimiento de las obligaciones empre-
sariales en materia de derechos humanos. Y, en segundo lugar, propone 
una serie de razones por las que, partiendo del cuerpo teórico conocido 
como Teoría de Stakeholders, los actores privados podrían beneficiarse de 
participar en la consolidación de una justicia más accesible e inclusiva.
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Finalmente, tomando como referencia las experiencias identificadas 
en el escenario comparado, el estudio aborda las diferentes alternativas 
de intervención con las que contaría el sector privado en este ámbito. 
Con base en estas últimas, se efectúa un recorrido por los retornos de 
tales intervenciones, intentando precisar en cada caso cómo podrían fa-
vorecer directa o indirectamente los intereses de las organizaciones.

Como conclusión se tiene que, si bien la inversión en justicia no 
constituye una de las formas más comunes de inversión social privada, 
existen buenas razones para considerar que el sector privado beneficiaría 
el fortalecimiento del acceso a la justicia. Como parte de ello, se enfatiza 
en la importancia de herramientas que permitan identificar el impacto 
de tales intervenciones, tanto a nivel social como en relación con los 
intereses del sector.




